
FO R U M 

ARRENDAMIENTOS URBANOS (Sentencias dictadas en recursos 
de suplicación por la Audiencia Territorial de Albacete) 

ANOTADAS POR 

DIEGO ESPIN 

«Resolución de contrato por necesidad. Legitimación activa»: Sentencia 
de 18 de febrero de 1960. 

C O N S I D E R A N D O : que el recurrente estima que la sentencia suplicada, h a 
infringido los artículos 32 y 313 de la Ley Hipotecaria, y 585 del Regrlamento 
Hipotecfirio, por haber admit ido el Juzgador de instancia y dado valor el dé 
apelación a los documentos presentados por el arrendador pa ra acreditar la pro­
piedad de la finca objeto del arrendamiento, sin que estuvieran inscritos en el 
Registro los actos traslativos del dominio contenidos en dichos documentos, 
mas prescindiendo de la interpretación y alcance que esta Sala diera a los men­
cionados preceptos, es lo cierto que el Juzgador de apelación, estima probado 
que los actores son los actuales arrendadores de la finca, basándose en el con­
t ra to de manda to verbal y expreso habido entre ellos y la persona, que les co-
jbraba los recibos del inquilinato a la arrendataria , y no en aquellos documen­
tos, razón por la cual no tiene operancia, a los efectos de .este recvirso, la admi­
sión, supuestamente indebida de los documentos mencionados. 

C O N S I D E R A N D O : que tampoco infringe la sentencia recurrida el artículo 
62 de la Ley de Arrendamientos Urbanos, como pretende el recurrente, ya que, 
est imando probaba la cualidad de arrendadores en los demandantes , no falta 
el requisito esencial a que dicho precepto se refiere. 

El recurso plantea la. inadmisión de documentos no inscritos en el Registro 
de la Propiedad presentados para probar la propiedad de la finca arrendada, al 
amparo de los preceptos hipotecarios citados, pero la sentencia sin entrar, deli­
beradamente, en esta cuestión, resuelve con acierto la legitimación de Jos acto­
res estimando probada su cualidad de arrendadores de la finca litigiosa, a tra­
vés, no de los documentos no inscritos sino de otras pruebas. Se establece asi 
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implícitamente la distinción entre prueba del dominio de la finca y de la cuali­
dad de arrendador que le liga con el arrendatario, vinculo contractual que per­
mite el ejercicio de las acciones que la ley de arrendamientos reconoce a aquél. 

«Resolución de contrato por necesidad del arrendador. Convivencia en­
tre padres e hijos. ¿Puede pedirse lá vivienda cuya prórroga se deniega, 
para el propio arrendador, en vez de para su descendiente?»: Sentencia de 
18 de mayo de 1960. 

CONSIDERANDO: que el 4." motivo del recurso, plantea la cuestión de si 
el arrendador de una vivienda disfrutada por el arrendatario en situación de 
prórroga legal, puede oponerse con éxito a la continuación de la prórroga, ale­
gando necesitar la vivienda para sí, por convivir con una hija casada, cuando 
sobre la casa en que convive cop dicha hija tiene la esposa del arrendador el 
derecho de usufructo vitalicio. 

CONSIDERANDO: que es conocido el criterio doctrinal de que indepen­
dientemente de las presunciones de necesidad que establece el artículo 63 de la 
Ley de Arrendamintos Urbanos, ha de estimarse dicha nec.esidad en todos los 
supuestos en que se demuestre, como el propio artículo determina en su párrafo 
2.°; siendo también sabido que no existe norma alguna que obligue a imponer 
o mantener una convivencia entre parientes que tienen constituidas familias in­
dependientes, siendo causa que justifica la necesidad para denegar la prórroga 
contractual, la existencia real de esa convivencia. 

CONSIDERANDO: que en el caso sometido a resolución de esta Sala, está 
probado que el arrendador y su esposa conviven con su hija casada en la mis­
ma casa-habitación, y está justificada, por tanto, la necesidad alegada, de que 
ambas familias tengan vivienda independiente, manifestándose de modo evi­
dente el deseo del arrendador de dar por terminada esa situación de habitar 
con la- familia de su hija bajo el mismo techo, a cuyo deseo, estimado legítimo 
por el Juzgador «a quo», opone el demandado que, ocupando el demandante-
arrendador por derecho propio la vivienda, no tiene necesidad de abandonarla, 
sino en todo caso, su hija, y como no ha reclamado para ella, no puede acceder-
se a lo pedido; mas, si el arrendador siente la necesidad de romper la conviven­
cia que inantiene con la familia de su hija, marchándose él de la casa que usu­
fructúa, dejando a aquélla en la misma, no debe coartársele esta libertad de 
disposición que se basa en un verdadero interés individual, que no viola precep­
to alguno, ni perjudica la situación del arrendatario, ya que, existente la nece­
sidad, ha de ceder su derecho privilegiado ante la precisión de la vivienda sen­
tida por el arrendador, o su descendiente. 

CONSIDERANDO: que es evidente que el supuesto normal, es el que plan­
tea el recurrente, o sea el reclamar la vivienda para el familiar o pariente que 
convive con el arrendador, pero, ante la realidad de la convivencia, no hay por­
que excluir el supuesto anormal en que ,el arrendador quiera dejar la vivienda 
convivida e irse a la que es objeto de reclamación, pues debe tenerse presente 
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que la causa alegada, es común a las dos personas y tiene por finalidad el con­
seguir que los interesados tengan mora;da independiente, lo que se consigue 
t an to se vaya a ocupar la vivienda reclamada el arrendador como su hija. 

C O N S I D E R A N D O : que el demandado alega, que de sjBguir ese criterio 
puede sentirse perjudicado al no poder oponer a la hija del actor la presunción 
contra la necesidad prevista en el artículo 63 n.° 3.°, pero apar te de que si hu­
biera existido el hecho a que se refiere esta presunción lo hubiera alegado el 
demandado, es lo cierto que no se cita como infringido este precepto sino en la 
hipótesis expuesta, ni tampoco se infringe el artículo 65, como pretende el re­
currente, puesto que el arrendador notificó al arrendatario que necesitaba para 
sí la vivienda y esta situación la sostuvo en la demanda y en el pleito. 

C O N S I D E R A N D O : que por las razones expuestas, es pert inente desesti­
mar el recurso de suplicación estudiado, sin que se aprecie temeridad ni mala 
fe en el recurrente a efectos de la condena en costas. 

La Audiencia rechaza la tesis del recurso, según la cual el arrendador puede 
denegar la prórroga del arriendo, en el caso de convivencia de padres e hijos, 
determinante de necesidad, pero debiendo ocupar la vivienda que se pide los 
familiares convivientes y no los que tengan derecho a ocupar la que es com­
partida en ccmñvencia. 

En el presente caso, la esposa del arrendador tenia un derecho de usufructo 
sobre la vivienda compartida con una hija de dicho matrimonio, el cual ha pre­
ferido salir de la casa dejándola para la hija, yendo a ocupar la que es objeto 
de este litigio. 

La Sala, con certero fundamento, observa que la causa de necesidad es co­
mún al matrimonio y a la hija y que no deseando continuar la convivencia, lo 
mismo se consigue dicha finalidad ocupando la vivienda reclamada el arrenda­
dor que la hija. Por otra parte, se señala también el cumplimiento de los requi­
sitos del preaviso del art. 65, ya que desde el primer momento se anunció que 
la vivienda se necesitaba para el arrendador. 

Esta libre decisión, como afirma la sentencia, "no viola precepto alguno" y 
además puede estar motivada por intereses muy respetables. Asi en el caso de­
batido la hija ejercía la profesión de modista por lo que al encontrarse la vi­
vienda solicitada, muy distante (incluso en diverso término municipal) de la 
que venían ocupando, forzosamente habría de ocasionarle perjuicios el traslado 
por pérdida, de clientela. Estas y otras situaciones pueden determinar un legí­
timo interés del arrendador en dejar la vivienda a sus familiares y pasar a ocu­
par la solicitada. 
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«Resolución de contrato por necesidad del arrendador motivada por 
convivencia. Excepción de cosa juzgada. Variación de la situación familiar 
y de las causas alegadas, impeditiva de dicha excepción»: Sentencia de 16 
de febrero de 1960. 

o 

C O N S I D E R A N D O : que el único problema que plantea el presente recurso 
es el de si conforme al artículo 1.252 del Código Civil concurre perfecta identi­
dad entre el caso resuelto por la sentencia del Juzgado de Cieza de fecha 8 de 
febrero de 1955 y las pretensiones deducidas en el presente juicio, a los efectos 
de estimar la excepción de cosa juzgada alegada por el demandado ; ident idad 
que aquí hay que referir exclusivamente al elemento del tí tulo o causa de pedir 
esgrimido en uno y otro, y a que sobre los. restantes elementos, personas y co­
sas, no hay dudas de ninguna clase. 

C O N S I D E R A N D O : que en la demanda de 1954, dirigida por el mismo 
arrendador contra el mismo inquilino, se pretendía la resolución del vínculo 
contractual existente entre éste y la misma vivienda de autos por necesitarla 
para sí el primero de ellos, necesidad consistente en que el demandante decía 
estar habi tando en unas habitaciones de una casa de su hermana, por mera to­
lerancia de ésta y le había requerido formalmente a que las desalojara, lo que 
se veía obligado a realizar, por su condición de. precaris ta; siendo desestimada 
dicha pretensión en la mencionada sentencia firme por la razón fundamental 
de no haber probado suficientemente tales precario y requerimiento; y en la 
demanda inicial de este proceso se pre tende idéntica resolución por desear el 
actor vivir independientemente, liberándose, dice, y liberando a su hermana, 
esposo e hijos de las molestias que les origina con la convivencia, lo cual cons­
t i tuye según él un derecho natura l que, como se ve, no fué invocado ni aludido 
siquiera en el caso anterior. 

C O N S I D E R A N D O : que, no obstante el encomiable estudio realizado por 
el juez de apelación, este t r ibunal , vistos los antecedentes del caso y las alega­
ciones de las par tes en uno y otro proceso, disintiendo de las conclusiones a que 
llega dicho juzgador, se inclina por aceptar los razonamientos dp la sentencia 
de la primera instancia, y estima que en la recurrida se h a infringido, por in­
terpretación errónea, el artículo 1.252 del Código Civil, y a que no solamente las 
causas de pedir eran to ta lmente distintas en uno y otro proceso, sino que, exa­
minándolo bien,, no puede afirmarse que, como dice la resolución recurrida, sea 
idéntica la situación de hecho de ambos, pues al afirmarlo así olvida, que en 
esta materia de la necesidad de ocupar una vivienda, sujeta a múltiples factores 
vitales que pueden cambiar con facilidad, el mero transcurso de cinco años h a 
podido alterar la situación familiar has ta el pun to de no poderse tener en cuen­
ta la cosa juzgada, a imque los motivos y razonamientos hubieran sido idénti­
cos : máxime cuando, como aquí ocurre, son, como se ha dicho, completamente 
diferentes y, por no haber sido alegados entonces, no pudieron tenerse en cuen­
t a al resolver la cuestión anterior. Por lo cual, procede estimar el recurso por el 
primero de los motivos invocados. 
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C O N S I D E R A N D O : que al quedar nula la sentencia de apelación que acep­
ta; la excepción previa de cosa juzgada, este tr ibunal; en t rando en el fondo del 
asunto, debe decidir si existe en el caso la necesidad invocada por el ac to r ; 
para lo cual no tiene más que hacer suyos los acertados razonamientos del juez 
municipal en su considerando tercero, sustancialmente coincidentes con los del 
recurrente en .el segundo de losrnot ivos del recurso, y de acuerdo.unos y otros 
con el reiterado criterio que sobre el part icular viene sosteniendo la jurispru­
dencia del Tribunal Supremo de que a nadie se le puede imponer una convi­
vencia forzosa, por ser derecho primordial de toda persona el de constituir, si 
quiere, una vivienda independiente. 

Si bien aparentemente existía la excepción de cosa juzgada, impedía su exis­
tencia de una parte el mero transcurso del tiempo que puede motivar que. sea 
más apremiante poner término a una, convivencia familiar no deseada ni obliga­
da legalmente. Además la nueva alegación de otra causa de necesidad obsta a la 
existencia de la referida excepción: primero lo fué la situación de precarista, 
después la decisión de dar por terminada la convivencia; en el primer caso la 
necesidad del arrendador es ajena a su voluntad, en el segundo depende de su 
voluntad, en cuanto que la decisión de tener domicilio independiente merece la 
protección del Derecho como causa denegatoria de prórroga arrendaticia, según 
la conocida jurisprudencia del Tribunal Supremo que aplica la Sala. 

«Resolución de contrato por necesidad del arrendador motivada por 
falta de espacio de la vivienda ocupada para toda la familia. Imposición de 
las costas del recurso»: Sentencia de 12 de mayo de 1960. 

C O N S I D E R A N D O : que frente a los hechos que los jueces de instancia de­
claran probados, los cuales son inatacables en este t rámite, la Sala no sólo no 
advier te ninguna de las infracciones legal.es denunciadas por el recurrente sino 
que estima que aquéllos aplicaron con corrección las normas positivas de la Ley, 
en su letra y en su espíri tu; pues es evidente que la situación familiar puesta 
de manifiesto por el actor reclama como necesaria la ampliación de espacio pre­
tendida, a fin de colocar a los hijos en dormitorio independiente, lo cual rebasa 
la índole de la mera comodidad o conveniencia para constituir una verdadera 
necesidad; no apreciándose, por tan to , desviación alguna en la correcta inter­
pretación de las disposiciones vigentes de conformidad con el espíritu general 
que las preside; por lo que procede, sin más, desestimar el recurso y confirmar 
la sentencia recurrida, imponiendo las costas al recurrente por su temeridad al 
interponerlo, sin ningún fundamento. 

La Sala aplica la doctrina del Tribunal Supremo que distingue lo necesario 
de lo meramente cómodo o conveniente resolviendo con innegable acierto que 
el colocar a los hijos en dormitorio independiente rebasa la tnera comodidad, 
siendo verdadera necesidad. 

Es de destacar la imposición de costas al recurrente por su temeridad al re­
currir sin ningún fundamento. • 
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«Resolución de contrato por necesidad del arrendador. Calificación de 
lo arrendado como vivienda o local de negocio a efectos de competencia»: 
Sentencia de 7 de mayo de 1960. 

CONSIDERANDO: que, no obstante las conclusiones a que llegan las Sen­
tencias que dieron lugar al presente recurso, esta Sala, teniendo en considera­
ción las limitaciones impuestas por la Ley en cuanto a la presente resolución 
se refiere, ha de hacer constar, que, habiendo sido reconocido en la sentencia 
de apelación como hecho probado que el local arrendado tenía como destino 
primordial el de vivienda, según resulta de la diligencia de reconocimiento ju­
dicial, para determinar si ésta desde el primer momento se destinó a la explo­
tación de una industria, y el arrendamiento lo fué como de local de negocio 
(criterio sustentado por ambos Juzgadores), se hace preciso decidir en primer 
lugar, si el taller de zapatería objeto de discusión, ha de considerarse como tal 
industria en toda la extensión de la palabra, o si por el contrario, el ejercicio 
de la misrna lo es de las que están comprendidas dentro de las denominadas 
«pequeña industria doméstica», distinción ésta de suma importancia, pues de 
su calificación depende la decisión de la competencia y por consiguiente la ad­
misión o no de la excepción planteada. 

CONSIDERANDO: que, si bien la nota esencial de los arrendamientos de 
locales industriales no .es la configuración de los mismos, sino el destino conve­
nido, de modo que cumpliéndose las condiciones prevenidas en la Ley, referen­
tes a que se trate de un .establecimiento abierto al público con fines lucrativos, 
ha de estimarse el arrendamiento como de local de negocio, no es menos cierto, 
que esta calificación, y que es la que ahora se pretende atribuir a la vivienda 
en. cuestión, en modo alguno puede ser admitida, porque el hecho de tener el 
demandado instalado su taller de zapatero o zapatería en una habitación de di­
cha vivienda, no quiere decir, que su trabajo exclusivamente personal y en el 
que no intervienen otros operarios que su propio hijo, pueda- traspasar los lí­
mites de lo que constante y repetidamente se viene calificando de pequeña in­
dustria doméstica, la cual, y como ya tiene declarado esta Sala, no es otra que 
la que implica unos trabajos personales y de poca monta llevados a cabo más 
bien dentro del seno del hogar pero sin proyección abierta al público con las 
cualidades exigidas por la legislación mercantil para pl concepto de estableci­
miento comercial; por cuya razón, y teniéndose en cuenta además que la en^ 
trada al taller no es directa desde la calle, sino que para llegar a él es preciso 
pasar por el patio y un portal (según se indica en la diligencia de reconocimien­
to judicial), tampoco en atención a las condiciones del local en que se establece 
y explota el oficio o profesión se puede estimar como comprendido en la cate­
goría de establecimiento fabril o industrial. 

CONSIDERANDO: que, por lo expuesto en los considerandos que antece­
den, y teniéndose en conisderación además, que en el pleito no aparece contrato 
escrito que acredite pl arrendamiento del local como de negocio, no constando 
nada más que las rnanifestaciones del demandado y el hecho de que desde que 
vive en la casa ejerce su profesión de zapatero, al estimar la Sala el ejercicio 
del repetido oficio como de pequeña industria doméstica, y no haberse acredi­
tado documentalmente ni de ninguna otra forma que el arrendamiento lo fuera 
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como local de negocio, es vista la procedencia de declararle como de vivienda, 
y en su vir tud, al desestimar la excepción de incompetencia de jurisdicción 
alegada, entrar en el estudio de la causa de resolución formulada como base de 
la demanda. 

C O N S I D E R A N D O : que, en cuanto se refiere a la cuestión de fondo del 
asunto, es decir, a la apreciación o no de la necesidad de la vivienda propiedad 
de la arrendadora para que la ocupe su hijo, y cuya causa es alegada como re­
solutoria del contrato a tenor de lo dispuesto en el Artículo 62 de la Ley de 
Arrendamientos Urbanos, esta Sala, del estudio detenido del pleito, llega a la 
conclusión de que la «necesidad auténtica» que según el Tribunal Supremo 
debe acreditarse para que se pueda declarar haber lugar a aquella resolución 
contractual , conforme a lo establecido en dicha Ley especial arrendaticia, no 
ha sido suficientemente justificada, pues así resulta del examen conjunto de 
cuantas probanzas se practicaron, y en especial de las de confesión judicial de 
la actora y declaraciones de los testigos. 

Alegada la incompetencia de juridicción por la parte demandada, por esti­
mar se trataba de local de negocio y ño de vivienda, la Sala resuelve en sentido 
contrario definiendo el arrendamiento como de vivienda con ejercicio en la 
misma de "pequeña industria doméstica". En cuanto a la necesidad de vivienda 
base de la demanda, resuelve, entrando a conocer del fondo del asunto, en sen­
tido negativo por no estimar justificada la necesidad. 

«Resolución de contrato por necesidad del arrendador motivada por ca­
rencia de vivienda en núcleo urbano. No obsta disponer de vivienda en 
casa de campo en barrio alejado de la población. Calificación de lo arrenda­
do como vivienda simple o con ejercicio de profesión colegiada a efectos de 
competencia. Momento determinante de dicha calificación»: Sentencia de 
20 de mayo de 1960. 

C O N S I D E R A N D O : que, fundamentado que h a sido por la par te deman 
tf; V apelante el presente recurso de suplicación en vir tud a que en la sentencia 
suplicada y que h a sido dictada por el Juzgado de primera Instancia número 
Dos de Cartagena, revocatoria de la del Juzgado Municipal de dicha Ciudad, se 
han infringido preceptos y doctrina legal, se precisa, a los fines de esta resolu­
ción, examinar separadamente los motivos invocados, para llegar a la conclusión 
de si han existido o no esas infracciones aducidas. 

CONSIDERANDO: que, en cuanto al primer motivo y basado principal­
mente el mismo .en que el Juzgado competente pa ra conocer estas actuaciones 
es el Juzgado de primera Instancia y no el Juzgado Municipal, no puede admi-
tir.se, motivado a que, fijada como premisa principal en la sentencia suplicada 
—hecho que se dá por probado— que la finca de autos fué ar rendada para vi­
vienda y posteriormente al arrendamiento el arrendatario se dio de al ta pa ra 
ejercer, en ella una profesión colegiada, la de análisis clínicos y por la que sa­
tisface contribución, esta Sala, a la vista de dicha declaración probatoria —que 
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tiene que aceptar ineludiblemente por la naturaleza y alcance de este reciirso y 
no poder entrar a valorar nuevamente la prueba—, tiene que llegar a las mismas 
conclusiones que el Juzgador «a quo» en su resolución, o sea; a) Que el cono­
cimiento de estas actuaciones, por tratarse de vivienda y no estar comprendida 
la acción en las excepciones que señala el párrafo 2° del artículo 122 de la I^ey 
de Arrendamientos Urbanos, corresponde al Juzgado Municipal, y b) Que la 
competencia procesal se determina por el contrato o finalidad para que se 
arrendó la finca (Sentencias de 1 de noviembre de 1949, 30 de enero de 1953 y 
20. de diciembre de 1955), sin que puedan variarse o alterarse las normas con­
tractuales por la sola voluntad de una de las partes y tampoco las legales refe­
rentes al procedimiento, por ser éstas de orden público; por lo que, al haberse 
destinado la finca arrendada para vivienda y haberse dado de alta el arrenda­
tario en la citada profesión colegiada —Análisis Clínicos— con posterioridad al 
arrendamiento, este alta posterior, no puede afectar en modo,alguno a las nor­
mas de jurisdicción y competencia, por ser el contrato el elemento objetivo y 
predominante que determina ésta. 

CONSIDERANDO: que, en cuanto al segundo motivo alegado, no cabe ha­
cer ninguna consideración jurídica sobre él, por estar resuelto y encajado en el 
motivo y argumentación anterior. 

CONSIDERANDO: que, en cuanto al tercer motivo, no cabe estimarle, en 
razón, a que el Juez «a quo» no ha aplicado en sui resolución como doctrina 
principal la teoría del abuso del derecho, para rechazar la pretensión del de­
mandado de ser competente el Juzgado de primera Instancia y no el Municipal, 
para conocer este proceso, ya que dicha teoría la ha aplicado subsidiariamente 
y no como fundamento principal, por lo que, en vista de ello, no cabe entrar 
por esta Sala, como se pretende, en nueva valoración de la prueba. 

CONSIDERANDO: que, respecto al cuarto motivo, señala el suplicante 
que hay infracción del artículo 63, apartado 1.°, de la Ley de Arrendamientos 
Urbanos porque no se dá en las actoras la necesidad que aducen, y alega sobre 
este particular, entre otras razones, «que no es necesario buscar una casa por 
lujo, comodidad o conveniencia donde las interesadas tienen una residencia más 
que suficiente... y que sus necesidades y obligaciones están ligadas a la magní­
fica finca de su residencia...», lo que no puede estimarse, porque, como dice 
bien el juzgador de instancia y esta Sala tiene dicho, las demandantes no pue­
den ser constreñidas a vivir en una casa de campo sita en un barrio alejado de 
la población y faltándoles los más elementales adelantos del actual modo de vi­
vir teniendo una, casa de sa propiedad en Cartagena y por el solo hecho de res­
petar un contrato de arrendamiento; pues lo contrario sería sentar que el dere­
cho de arrendamiento es antes que el de propiedad, y ésto no puede admitirse, 
cuando se ha justificado la necesidad de las actoras y que no es puro capricho 
o conveniencia su. actuación o pretensión. 

CONSIDERANDO: que por lo expuesto, procede desestimar los motivos 
invocados, pero conviene patentizar al Letrado de la parte suplicante —por lo 
desmesurado que ha sido su escrito suplicatorio— que, en lo sucesivo, al funda­
mentar esta clase de recursos, se atenga en sus escritos a lo que previene el 
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número 2." del artículo 133 de la Ley de Arrendamientos Urbanos, o sea breve­
dad o concisión en las razones y alegaciones que se aduzcan. 

En cuanto a la calificación de la vivienda la Sala mantiene firmemente el 
respeto a la voluntad contractual que impide pueda transformarse el objeto 
locado por meros actos de una de las partes, como acontecería si el alta contri­
butiva para el ejercicio profesional, realizada con posterioridad al contrato pu­
diera influir en su calificación. 

La sentencia estima la necesidad por carencia de vivienda ya que rechaza 
pueda estimarse como tal a efectos de impedir la necesidad, el disponer de 
casa de campo en las inmediaciones de la población. Ante el conflicto de la 
prórroga legal del derecho de arrendamiento y la necesidad del propietario de la 
vivienda locada, afirma, con pleno fundamento legal, la primada de la pro­
piedad. 

Se recuerda al recurrente la necesaria brevedad o concisión de este recurso. 
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JURISPRUDENCIA PENAL (Sentencias de la Audiencia Provincial 
de Murcia 

ANOTADAS POR 

ÁNGEL DE ALBA Y OSUNA 
Abogado Fiscal 

Imprudencia: Sentencia de 12 de febrero de 1960. 

•̂  «Es autor responsable de un delito de imprudencia simple con 
infracción de reglamentos del que resultó homicidio, el procesado 
conductor de un automóvil que al observar por su lado derecho 
a un ciclista que intentaba atravesar la calzada, en vez de ceder­
le el paso, intenta pasar por delante de él inclinándose con su 
automóvil a su izquierda, lo que motivó que le atropellara cau­
sándole lesiones de las cuales falleció poco después. 

Que aún habiendo renunciado la viuda a toda indemnización 
por haber percibido a su satisfacción la que creía le correspondía, 
procede condenar al procesado a que abone como indemnización 
de perjuicios a ios que acrediten ser herederos de la víct ima, si no 

• hubieran sido ya indemnizados, la cantidad de noventa mil pese­
tas». (Es Ponencia del l imo. Sr. Don Mariano Sánchez-Olmo Espi­
nosa, Magistrado) 

R E S U L T A N D O : Probado y así se declara que sobre las diez y media de la 
noche del doce de noviembre último el procesado que conducía un automóvil 
por la Gran Vía Norte de esta Capital, procedente de la carretera de Espinar-
do. en dirección a la Plaza Circular, guardando las precauciones acostumbradas, 
al llegar a la confluencia de la calle de nueva apertvira que v a al Sanatorio de 
la Fuensan ta y observar que por su lado derecho procedente de la misma había 
desembocado en la ci tada Gran Vía, in tentando atravesarla, JPI< montado en 
bicicleta, en vez de cederle el paso, intentó pasar por delante de él inclinándose 
a su izquierda, lo que motivó que lo atropellara, causándole lesiones a conse­
cuencia de las cuales falleció poco después. L a viuda del interfecto h a renuncia­
do a toda indemnización por haber percibido a su satisfacción la que creía le 
correspondía. 
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C O N S I D E R A N D O : Que los hechos declarados probados son lee;almente 
constitutivos de un delito de imprudencia simple con infracción de reglamentos 
del que resultó homicidio definido y penado en el artículo 565, párrafo 2° en 
relación con el 407 del Código Penal y el 25, apar tado d) del Código de la Circu­
lación, ya que el procesado, vulnerando este últ imo precepto desconoció impru-
dentem,ente la preferencia de.paso del ciclista, lo que mot ivó ,su atropello y su­
cesiva muerte . 

(En el Fallo, a más de las penas correspondientes, se condena al procesado 
«a que abone como indemnización de perjuicios a los que acrediten ser herede­
ros de la víctima, sino hubiesen sido ya indemnizados, la cant idad de noventa 
mil pesetas»). 

De manera escueta, 'pero suficiente, resuelve la frésente Sentencia el punto 
transcendente, de la determinación de los titulares- a cuyo favor se acuerda la 
indemnización civil procedente del hecho castigado disponiendo que se abone 
"a los que acrediten ser herederas de la victima". Y a este punto limitamos la 
anotación. 

ha tesis de este pronunciamiento, correcta a todas luces, tiene sin emban/o 
sus contradictores, pues no faltan quienes opinan que habiendo renunciado los 
familiares de la victima al ejercicio de la acción civil, el fallo debe necesaria­
mente absolver de la petición de responsabilidad civil par aplicación de lo dis­
puesto en el art. 108 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y demás preceptos-
concordantes con el artículo citado. 

Los que sostienen esta tesis parten, posiblemente, de una noción equivoca­
da del concepto de "perjudicado por el hecho punible". 

¿Quién tiene esta consideración dentro de nuestro Derecho Penal?: induda­
blemente el que padece el perjidcio y éste no es otro que el sujeto titular del 
bien jurídico destruido o menoscabado por el delito o falta. 

Fijado asi el concepto, determinar, en el caso concreto, quien sea el perjudi­
cado resultará fácil; bastará con buscar al titular del bien jurídico lesionado, y 
el que resulte será el perjudicado por el hecho punible. 

En caso de homicidio —supuesto que contempla la Sentencia anotada—, el 
bien jurídico destruido es la vida del interfecto, que por el delito quedó priva­
do del más estimable de todos los bienes, y es por tanto a él a quien correspon­
de la indemnización que haría efectiva si la propia muerte no se lo impidiera, 
transmitiéndose entonces su derecho a sus legítimos herederos en virtud de los 
principios que rigen la sucesión mortis causa, ratificados en este punto por el 
articulo 106 del Código Penal, que, en su párrafo 2.° dispone, que la acción para 
repetir la restitución, reparación e indemnización se transmite igualmente a los 
herederos del perjudicado. 

Sostener que los perjudicados en caso de homicidio son los familiares de la 
victima sería tanto como afirmar que son éstos los dueños de la vida de su 
deudo, y si asi fuera, en el caso de que el interfecto careciera de parientes su 
vida no debería ser indemnizada porque nadie habría resultado perjudicado 
por su muerte, y sin embargo no es asi pues en este caso la indemnización sería 
percibida por el Estado según reconoce el Tribunal Supremo en Sentencia de á 
de marzo de 1944. 

Cosa distinta sería la indemnización de los perjuicios morales a la familia 
de la víctima; éstos sí le corresponden directamente como perjudicados en el 
afecto que el interfecto les inspiraba y podrán ser renunciados con efectos ab-
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solutorios para el condenado, si no obstante la renuncia, la acusación mantu­
viera su petición sobre este punto. 

Resumiendo, entendemos que pueden sostenerse las siguientes concliisiones: 
i . ' Que en caso de homicidio el perjudicado materialmente es el interfec­

to; moralmente puede serlo también su familia. 
2.°' Que la indemnización correspondiente al interfecto se transmite a sus 

herederos. 
3." Que para absolver de la petición de responsabilidad civil en caso de ho­

micidio, si la sentencia es condenatoria, es preciso que la renuncia de la acción 
para hacerla efectiva haya sido hecha en tiempo y forma por todos los herede­
ros del interfecto que oportunamente hayan justificado su condición de tales. 

4.'' Que- en cambio deberá absolverse de la petición por daños simplemente 
morales, si se formulara esta pretensión, cuando conste la renuncia a los mis­
mos hecha debidamente, por todos aquellos que tengan la consideración de fa­
miliares de la víctima. 



SECCIÓN BIBLIOGRÁFICA 

Luzón Domingo, Manuel.—TRATADO DE LA CULPABILIDAD Y DE 
LA CULPA PENAL.—Prólogo del Excmo. Sr. D. Idelfonso Alami l lo Salgado, 
Fiscal del Tribunal Supremo. Editorial Hispano Europea. Barcelona, 1960, 
2 tomos, 532-575 págs. 

Después de varios años de laboriosa gestación, nos ofrece el Dr. I.uzón el 
fruto de su trabajo, sobre una materia tan subidamente compleja como la que 
en el mismo investiga. Cuestión —insistimos— que es otra verdadera esfinge 
del Derecho penal y que sigue constituyendo el, «reducto y principal palenque 
del pensamiento jurídico penal». 

Ante la imposiblidad de segiiir aquí, ni a paso ligero, obra tan extensa y en-
jundiosa, nos limitamos a dar una breve noticia de ella. 

Disconforme con el agnosticismo mjezgeriano, no cree el autor que se pueda 
edificar el Derecho penal sin los cimientos del libré albedrío. Expone, critica y 
toma posición en el torbellino que levantan estas polémicas cuasi filosóficas y 
hasta teológicas. 

Arrancando del. concepto de voluntad que formulara BALMES, y profundi­
zando en él, coloca como primer presupuesto de la culpabilidad: «la posibildad 
abstracta y potencial de que al hombre le sean atribuibles las conductas que 
pueda realizar, como a su causa eficiente, consciente y libre». Tras definir así 
la imputabilidad y antes de formular su concepto de culpabilidad, examina 
—transcribiendo párrafos esenciales— las principales teorías que sobre ésta se 
han emitido (concepciones psicológica, normológica, normativa, finalista, etc.) 
con verdadera imparcialidad científica. Al definir la culpabilidad como «la si­
tuación fáctica de una conducta, contraria a derecho, de un sujeto, que la hace 
producto moral de la voluntad consciente y libre del mismo» se incorpora a las 
filas neoclásicas, en sus unidades morales, que tan dignamente representara el 
P. MONTES en España. 

Pero no queda en la culpabilidad estricta svj trabajo^ sino que en realidad 
se extiende casi a toda la teoría del delito. Pasa seguidamente a estudiar la res­
ponsabilidad como «consecuencia lógica y necesaria» d.e la culpabilidad y define 
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aquella en «deber del sujeto culpable de aceptar las consecuencias jurídicas». 
Se detiene especialmente en la responsabilidad sin culpa y no pierde ocasión de 
quejarse por las infecciones utilitarias en el campo penal. 

Al estudiar el. grado superior de la culpabilidad nos dá este concepto del 
dolo: «situación fáctica de una voluntad, por cuya virtud es causa eficiente, in­
teligente y libre, de la conducta de un sujeto y de sus consecuencias aceptadas 
contrarias a derecho». Trata también de las especies y elementos del dolo, así 
como de su regulación en el Derecho comparado. 

Desciende luego al estadio inferior de la culpabilidad y estudia las teorías 
que fundamentan a la culpa (las de previsión del error evitable, pura impru­
dencia, etc.) y la define cómo «la situación fáctica de la voluntad consciente de 
una. conducta racionalmente peligrosa, innecesaria y no permitida que, a su vez, 
ha sido causa eficiente de un evento contrario a derecho y no querido». Se pre­
ocupa de sus diferencias con el dolo e indica las encontradas en las tendencias 
doctrinales (dirección de la voluntad, presencia o ausencia de intención, etc.), 
quedándose con que en el dolo «la relación moral de causalidad abarca al even­
to y en la culpa no». 

Establece después los distingos entre culpa, error y preterintencionalidad y 
se detiene en la contemplación de las modaliaddes de la culpa (culpa con even­
to plural, continual, etc«). Analiza todos los casos de exclusión y modificación 
de la responsabilidad y busca la diferencia entre delito e ilícito civil (tema que 
sin ser absolutamente peculiar del Derecho penal, no podemos dar de lado) que 
para él se encuentra en la violación del interés público como estigmatización 
delictuosa de una conducta. 

El tomo segundo —enriquecido con numerosísima y selecta jurisprudencia— 
está principalmente dedicado a la dogmática de la imprudencia; problema 
candente en las modernísimas transformaciones de la criminalidad. Imprimien­
do en este tema —como en todos— su doble carácter de profesor y práctico del 
Derecho. 

Felicitamos al Dr. Luzón y esperamos que su obra ocupará destacado lugar 
entre las de otros fiscales españoles que, de un tiempo acá, están adquiriendo 
merecido renombre. 

Juan Pérez Valenzuela 



Viaje de Estudios 

L a Facul tad de Derecho de la Universidad de Murcia organizó un viaje de 
estudios a I ta l ia pa ra los alumnos oficiales del último curso, que tuvo lugar del 
31 de marzo al 19 de abril de 1960, durante el cual se visitaron las ciudades 
comprendidas en el siguiente i t inerario: Valencia, Castellón, Barcelona Marse­
lla, Niza, Monaco, Genova, Parma , Módena, Bolonia, Florencia, Siena Roma, 
Rávena , Padua , Venecia, Verona, Milán, Turín, paso de los Alpes por Tenda, 
Niza, San Rafael, Avignon, Nimes, Montpellier, Perpignan, Gerona, Barcelo­
na. Tarragona, Alicante. 

Tomaron par te en el viaje 16 alumnos y fueron acompañados por los Pro­
fesores Espín Cánovas, Decano de la Facul tad y Sobrao Martínez Dichos alum­
nos fueron los siguientes: 

D J u a n Enr ique Albacete Llamas, D. J u a n José Albandea Moya, D. Manuel 
"Bayona Egea, D. Francisco Cremades Bañón, D. Guillermo Galiana Alfonso, 
D . Francisco Hernández Molina, D. F e m a n d o Ibáñez Ruiz, D. José López Pe-
llicer D. Arsenio López Morado, D. José Luis Llau Mateu, D. Rober to Martí­
nez-Abarca, D. Manuel Maza de Ayala, D. Matías Navarro Gómez, D. Manuel 
Nieto Román, D. Fernando Peña Gallego y D. José Vicente" Forteza del Rey 
Morales. 

Además de los fines formativos y culturales de carácter religioso, histórico y 
artístico logrados a lo largo de todo el viaje, éste tuvo sello estrictamente uni­
versitario en Bolonia con cuya Universidad a t ravés del Real Colegio Mayor de 
España se habían concertado previamente importantes actos docentes. 

E n la Universidad de Bolonia, los Profesores y alumnos murcianos acompa­
ñados por el Rector del Colegio de España Prof. Verdera y Tuells, fueron reci­
bidos por el Dficáno de la Facul tad Prof. De Vergottini, quien pronunció unas 
palabras de bienvenida a las que contestó, agradeciendo la acogida de la Uni­
versidad boloñesa, el Decano murciano Prof. Espín. A continuación fueron tam­
bién recibidos por el Rector de la Universidad Prof. Forni, quien personalmen­
te les enseñó el museo histórico de la Universidad, trasladándose después a la 
primitiva sede de la Univ.ersidad donde realizaron detenida visita. 

E n la Universidad los profesores Giorgianni y Pergolesi pronunciaron, res-
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pectivamente, conferencias sobre el Derecho Privado y el Derecho Constitucio­
nal, expresamente dirigidas para los alumnos murcianos, exponiendo brillantísi-
niamente una síntesis del Derecho italiano en cada uno do dichos aspectos. 

También en el Istituto di diritto compáralo Italo-Ibero-Americano instala­
do en la Casa de Cervantes, junto al Colegio de España, y recientemente inau­
gurado, pronunció la primera conferencia organizada por el Instituto, el 
Prof. Espín Cánovas, Doctor por la Universidad de Bolonia y antiguo colegial 
de San Clemente (*). Asistieron a la conferencia las autoridades académicas de 
la Universidad presididas por el Sr. Rector, con el Rector dpi Colegio de Espa­
ña. El Colegio de España ofreció a continuación de este acto una brillante re­
cepción en el bellísimo marco d.el Colegio presidido por la efigie de su fundador 
el ilustre español y príncipe de la Iglesia, Cardenal Albornoz. 

También en Roma fueron recibidos los universitarios murcianos en el Insti­
tuto Jurídico Español por el Director y Secretario de dicho Centro, profesores 
D'Ors y García Garrido, 

Entre los actos de carácter religioso hay que destacar la solenane Misa del 
Domingo de Ramos en la Basílica de San Pablo Extramuros a la que asistió 
Su Santidad Juan XXIII , con la extraordinaria coyuntura de haber podido 
contemplar la figura venerable del Santo Padre avanzando sobre la Silla Ges­
tatoria durante el trayecto por el interior de la Iglesia hasta el Alta Mayor y 
posteriormente en el bellísimo Claustro de la Basílica durante la procesión de 
las palmas, en momentos inolvidables de profunda espiritualidad. También que­
dó grabado en imborrable recuerdo lleno de emoción, la visita a una de las más 
antiguas catacumbas romanas, la de Santa Priscilla, en cuyo interior y ante la 
pintura más antigua que al parecer se conserva de la Virgen María, fué cantada 
una Salve por todos los universitarios murcianos. 

Entre las bellezas naturales que permitió contemplar el viaje, son de espe­
cial relieve los paisajes marítimos a lo largo de la Costa Brava, Costa Azul y Ri-
viera italiana, lagos de Bolsena y Garda, y los paisajes montañosos de los Al-
p)es atravesados al regresar, por el Paso de Tende, impresionante en su alba 
belleza. 

• En resumen, veinte días de viaje', plenos de formación espiritual y cultural 
en el marco de la más grata convivencia universitaria. Agradecemos desde aquí 
la generosidad de los Organismos que contribuyeron con su aj'uda a hacer po­
sible este espléndido fin de carrera de los Licenciados en Derecho de la Univer­
sidad de Murcia del año 1960. 

D. E. C. 

(*) Un resumen de esla conferencia se insería en las piíginas anteriores. 




